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Temática 

 LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN. Concepto y 

alcances en una sociedad democrática 

 LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN. Importancia en 

una competencia electoral. 

 LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN. Restricciones 

aplicables cuando se trate de cuestiones de relevancia pública. 

 DERECHO DE RESIDENCIA. Concepto y alcances. 

 PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY MÁS 

FAVORABLE. Aplicación de ley más favorable al individuo. 

 

I. Hechos 

 

La denuncia se origina por la condena y restricciones domiciliarias 

impuestas al ingeniero Ricardo Canese como consecuencia de 

manifestaciones hechas mientras era candidato presidencial. 

 

II. Procedimiento ante órganos interamericanos 

 

 La petición inicial fue presentada ante la Comisión el 2 de julio 

de 1998 por diversas organizaciones de derechos humanos. 

 

 El 28 de febrero de 2002 la Comisión aprobó el Informe No. 

27/02 en el cual realizó una serie de recomendaciones al 

Estado. 

 

 El 12 de junio de 2002 la Comisión presentó la demanda ante la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

 

 

III. Sentencia CoIDH (Excepción Preliminar y Fondo) 

 

La Corte se pronuncia respecto de los siguientes relevantes 

aspectos: 

 

 

Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay 

Resuelto el 31 de agosto de 2004 
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A. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN. 

CONTENIDO BAJO LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA DE 

DERECHOS HUMANOS. Quienes están bajo la protección de 

la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de 

expresar su propio pensamiento, sino también el derecho y 

la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas 

de toda índole. Es por ello que la libertad de expresión tiene 

una dimensión individual y una dimensión social, a saber: 

ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente 

menoscabado o impedido de manifestar su propio 

pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada 

individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho 

colectivo a recibir cualquier información y a conocer la 

expresión del pensamiento ajeno . La primera dimensión de 

la libertad de expresión “no se agota en el reconocimiento 

teórico del derecho a hablar o escribir, sino que comprende 

además, inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier 

medio apropiado para difundir el pensamiento y hacerlo 

llegar al mayor número de destinatarios”. En este sentido, la 

expresión y la difusión de pensamientos e ideas son 

indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades 

de divulgación representa directamente, y en la misma 

medida, un límite al derecho de expresarse libremente .Con 

respecto a la segunda dimensión del derecho a la libertad de 

expresión esto es, la social, es menester señalar que la 

libertad de expresión es un medio para el intercambio de 

ideas e informaciones entre las personas; comprende su 

derecho a tratar de comunicar a otras sus puntos de vista, 

pero implica también el derecho de todos a conocer 

opiniones, relatos y noticias vertidas por terceros.  Para el 

ciudadano común tiene tanta importancia el conocimiento de 

la opinión ajena o de la información de que disponen otros 

como el derecho a difundir la propia . Ambas dimensiones 

poseen igual importancia y deben ser garantizadas 

plenamente en forma simultánea para dar efectividad total al 

derecho a la libertad de pensamiento y de expresión en los 

términos previstos por el artículo 13 de la Convención. 

(párrafos 77-80) 

  



Seguimiento y Análisis 
 
 

COORDINACIÓN DE JURISPRUDENCIA, SEGUIMIENTO Y CONSULTA 
CASO RICARDO CANESE VS. PARAGUAY 

 

 

 

 

 

 

 

 

B. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN. 

IMPORTANCIA EN UNA SOCIEDAD DEMOCRÁTICA. La 

libertad de expresión es un elemento fundamental sobre el 

cual se basa la existencia de una sociedad democrática. Es 

indispensable para la formación de la opinión pública. Es 

también conditio sine qua non para que los partidos 

políticos, los sindicatos, las sociedades científicas y 

culturales, y en general, quienes deseen influir sobre la 

colectividad puedan desarrollarse plenamente. Es, en fin, 

condición para que la comunidad, a la hora de ejercer sus 

opciones esté suficientemente informada. Por ende, es 

posible afirmar que una sociedad que no está bien informada 

no es plenamente libre. Existe una coincidencia entre los 

diferentes sistemas regionales de protección a los derechos 

humanos y el universal, en cuanto al papel esencial que 

juega la libertad de expresión en la consolidación y dinámica 

de una sociedad democrática. Sin una efectiva libertad de 

expresión, materializada en todos sus términos, la 

democracia se desvanece, el pluralismo y la tolerancia 

empiezan a quebrantarse, los mecanismos de control y 

denuncia ciudadana se comienzan a tornar inoperantes y, en 

definitiva, se crea el campo fértil para que sistemas 

autoritarios se arraiguen en la sociedad. (párrafos 82 Y 86) 
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C. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN. 

IMPORTANCIA EN EL MARCO DE UNA CAMPAÑA 

ELECTORAL. En el marco de una campaña electoral, la 

libertad de pensamiento y de expresión en sus dos 

dimensiones constituye un bastión fundamental para el 

debate durante el proceso electoral, debido a que se 

transforma en una herramienta esencial para la formación de 

la opinión pública de los electores, fortalece la contienda 

política entre los distintos candidatos y partidos que 

participan en los comicios y se transforma en un auténtico 

instrumento de análisis de las plataformas políticas 

planteadas por los distintos candidatos, lo cual permite una 

mayor transparencia y fiscalización de las futuras 

autoridades y de su gestión. El Tribunal considera 

indispensable que se proteja y garantice el ejercicio de la 

libertad de expresión en el debate político que precede a las 

elecciones de las autoridades estatales que gobernarán un 

Estado. La formación de la voluntad colectiva mediante el 

ejercicio del sufragio individual se nutre de las diferentes 

opciones que presentan los partidos políticos a través de los 

candidatos que los representan. El debate democrático 

implica que se permita la circulación libre de ideas e 

información respecto de los candidatos y sus partidos 

políticos por parte de los medios de comunicación, de los 

propios candidatos y de cualquier persona que desee 

expresar su opinión o brindar información.  Es preciso que 

todos puedan cuestionar e indagar sobre la capacidad e 

idoneidad de los candidatos, así como disentir y confrontar 

sus propuestas, ideas y opiniones de manera que los 

electores puedan formar su criterio para votar.  En este 

sentido, el ejercicio de los derechos políticos y la libertad de 

pensamiento y de expresión se encuentran íntimamente 

ligados y se fortalecen entre sí. (párrafos 88 y 90) 
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D. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN. 

RESTRICCIONES PERMITIDAS EN UNA SOCIEDAD 

DEMOCRÁTICA. El derecho a la libertad de expresión no es 

un derecho absoluto, sino que puede ser objeto de 

restricciones, tal como lo señalan el artículo 13 de la 

Convención en sus incisos 4 y 5 y el artículo 30 de la 

misma. Asimismo, la Convención Americana, en el inciso 2 

del referido artículo 13 de la Convención, prevé la 

posibilidad de establecer restricciones a la libertad de 

expresión, que se manifiestan a través de la aplicación de 

responsabilidades ulteriores por el ejercicio abusivo de este 

derecho, las cuales no deben de modo alguno limitar, más 

allá de lo estrictamente necesario, el alcance pleno de la 

libertad de expresión y convertirse en un mecanismo directo 

o indirecto de censura previa. La “necesidad” y, por ende, la 

legalidad de las restricciones a la libertad de expresión 

fundadas en el artículo 13.2 de la Convención Americana, 

dependerá de que estén orientadas a satisfacer un interés 

público imperativo. Entre varias opciones para alcanzar ese 

objetivo, debe escogerse aquélla que restrinja en menor 

escala el derecho protegido. Dado este estándar, no es 

suficiente que se demuestre, por ejemplo, que la ley cumple 

un propósito útil u oportuno; para que sean compatibles con 

la Convención las restricciones deben justificarse según 

objetivos colectivos que, por su importancia, preponderen 

claramente sobre la necesidad social del pleno goce del 

derecho que el artículo 13 garantiza y no limiten más de lo 

estrictamente necesario el derecho proclamado en dicho 

artículo. Es decir, la restricción debe ser proporcional al 

interés que la justifica y ajustarse estrechamente al logro de 

ese legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida 

posible en el efectivo ejercicio del derecho a la libertad de 

expresión. (párrafos 95 y 96)  
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E. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN. MARGEN 

DE TOLERANCIA DE EXPRESIONES DE CUESTIONES DE 

INTERÉS PÚBLICO. El control democrático, por parte de la 

sociedad a través de la opinión pública, fomenta la 

transparencia de las actividades estatales y promueve la 

responsabilidad de los funcionarios sobre su gestión pública, 

razón por la cual debe existir un mayor margen de tolerancia 

frente a afirmaciones y apreciaciones vertidas en el curso de 

los debates políticos o sobre cuestiones de interés público. 

Es lógico y apropiado que las expresiones concernientes a 

funcionarios públicos o a otras personas que ejercen 

funciones de una naturaleza pública deben gozar, en los 

términos del artículo 13.2 de la Convención, de un margen 

de apertura a un debate amplio respecto de asuntos de 

interés público, el cual es esencial para el funcionamiento de 

un sistema verdaderamente democrático. Este mismo 

criterio se aplica respecto de las opiniones o declaraciones 

de interés público que se viertan en relación con una 

persona que se postula como candidato a la Presidencia de 

la República, la cual se somete voluntariamente al escrutinio 

público, así como respecto de asuntos de interés público en 

los cuales la sociedad tiene un legítimo interés de 

mantenerse informada, de conocer lo que incide sobre el 

funcionamiento del Estado, afecta intereses o derechos 

generales, o le acarrea consecuencias importantes. Las 

anteriores consideraciones no significan, de modo alguno, 

que el honor de los funcionarios públicos o de las personas 

públicas no deba ser jurídicamente protegido, sino que éste 

debe serlo de manera acorde con los principios del 

pluralismo democrático .Asimismo, la protección de la 

reputación de particulares que se encuentran inmiscuidos en 

actividades de interés público también se deberá realizar de 

conformidad con los principios del pluralismo democrático. 

(párrafos 97, 98 Y 100) 
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F. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN. UMBRAL 

DE PROTECCIÓN APLICABLE CUANDO SE ALEGUE LESIÓN 

AL DERECHO AL RESPETO DE HONRA Y 

RECONOCIMIENTO DE LA DIGNIDAD. El artículo 11 de la 

Convención establece que toda persona tiene derecho al 

respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad, por 

lo que este derecho implica un límite a la expresión, ataques 

o injerencias de los particulares y del Estado. Por ello, es 

legítimo que quien se sienta afectado en su honor recurra a 

los mecanismos judiciales que el Estado disponga para su 

protección. Es así que tratándose de funcionarios públicos, 

de personas que ejercen funciones de una naturaleza pública 

y de políticos, se debe aplicar un umbral diferente de 

protección, el cual no se asienta en la calidad del sujeto, 

sino en el carácter de interés público que conllevan las 

actividades o actuaciones de una persona determinada. 

Aquellas personas que influyen en cuestiones de interés 

público se han expuesto voluntariamente a un escrutinio 

público más exigente y, consecuentemente, en ese ámbito 

se ven sometidos a un mayor riesgo de sufrir críticas, ya que 

sus actividades salen del dominio de la esfera privada para 

insertarse en la esfera del debate público. En este sentido, 

en el marco del debate público, el margen de aceptación y 

tolerancia a las críticas por parte del propio Estado, de los 

funcionarios públicos, de los políticos e inclusive de los 

particulares que desarrollan actividades sometidas al 

escrutinio público debe ser mucho mayor que el de los 

particulares. (párrafos 101 y 103)  
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G. DERECHO DE CIRCULACIÓN Y RESIDENCIA. CONCEPTO Y 

ALCANCES, ACORDES A LA CONVENCIÓN 

INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. El artículo 

22 de la Convención protege el derecho de circulación y de 

residencia, el cual contempla el derecho a salir libremente de 

cualquier país, inclusive del propio, habiéndose alegado que 

este último aspecto ha sido violado en el presente caso. La 

Corte coincide con lo indicado por el Comité de Derechos 

Humanos en su Comentario General No. 27, en el sentido de 

que el derecho de circulación se trata del derecho de toda 

persona a trasladarse libremente de un lugar a otro y a 

establecerse libremente en el lugar de su elección. El disfrute 

de este derecho no debe depender de ningún objetivo o 

motivo en particular de la persona que desea circular o 

permanecer en un lugar. Se trata de una condición 

indispensable para el libre desarrollo de la persona. El 

derecho de circulación y de residencia, incluido el derecho a 

salir del país, pueden ser objeto de restricciones, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 22.3 y 30 de 

la Convención. Sin embargo, es necesario que dichas 

restricciones se encuentren expresamente fijadas por ley, y 

que estén destinadas a prevenir infracciones penales o a 

proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden 

públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y 

libertades de los demás, en la medida indispensable en una 

sociedad democrática. (párrafos 114, 115 Y 117) 
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H. PRINCIPIOS DE LEGALIDAD E IRRETROACTIVIDAD DE LA 

LEY PENAL. CONCEPTO Y ALCANCES ACORDE A LA 

CONVENCIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS 

HUMANOS. El principio de legalidad en el ámbito penal 

respecto de la elaboración de los tipos penales supone una 

clara definición de la conducta incriminada, que fije sus 

elementos, y permita deslindarla de comportamientos no 

punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no 

penales. La ambigüedad en la formulación de los tipos 

penales genera dudas y abre el campo al arbitrio de la 

autoridad, particularmente indeseable cuando se trata de 

establecer la responsabilidad penal de los individuos y 

sancionarla con penas que afectan severamente bienes 

fundamentales, como la vida o la libertad. De conformidad 

con el principio de irretroactividad de la ley penal 

desfavorable, el Estado se encuentra impedido de ejercer su 

poder punitivo en el sentido de aplicar de modo retroactivo 

leyes penales que aumenten las penas, establezcan 

circunstancias agravantes o creen figuras agravadas de 

delito. Asimismo, tiene el sentido de impedir que una 

persona sea penada por un hecho que cuando fue cometido 

no era delito o no era punible o perseguible. Los principios 

de legalidad y de irretroactividad de la norma desfavorable 

son aplicables no sólo al ámbito penal, sino que, además, su 

alcance se extiende a la materia sancionatoria 

administrativa. (párrafos 174-176) 
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I. PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY PENAL MÁS 

FAVORABLE. CONCEPTO Y ALCANCES ACORDE A LA 

CONVENCIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS 

HUMANOS. El principio de la retroactividad de la ley penal 

más favorable se encuentra contemplado en el artículo 9 in 

fine de la Convención, al indicar que si con posterioridad a la 

comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena 

más leve, el condenado se beneficiará de ello. Dicha norma 

debe interpretarse de buena fe, conforme al sentido 

corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en 

el contexto de éstos y teniendo en cuenta el objeto y fin de 

la Convención Americana, cual es la eficaz protección de la 

persona humana , así como mediante una interpretación 

evolutiva de los instrumentos internacionales de protección 

de derechos humanos. En este sentido, debe interpretarse 

como ley penal más favorable tanto a aquella que establece 

una pena menor respecto de los delitos, como a la que 

comprende a las leyes que desincriminan una conducta 

anteriormente considerada como delito, crean una nueva 

causa de justificación, de inculpabilidad, y de impedimento a 

la operatividad de una penalidad, entre otras. Dichos 

supuestos no constituyen una enumeración taxativa de los 

casos que merecen la aplicación del principio de 

retroactividad de la ley penal más favorable. Cabe destacar 

que el principio de retroactividad se aplica respecto de las 

leyes que se hubieren sancionado antes de la emisión de la 

sentencia, así como durante la ejecución de la misma, ya 

que la Convención no establece un límite en este sentido. 

De conformidad con el artículo 29.b) de la Convención, si 

alguna ley del Estado Parte u otro tratado internacional del 

cual sea Parte dicho Estado otorga una mayor protección o 

regula con mayor amplitud el goce y ejercicio de algún 

derecho o libertad, éste deberá aplicar la norma más 

favorable para la tutela de los derechos humanos. (párrafos 

178-180) 
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La Corte determinó por unanimidad que el Estado tuvo 

responsabilidad por: 

 

i. la violación del derecho a la libertad de pensamiento y de 

expresión, en perjuicio del señor Ricardo Nicolás Canese 

Krivoshein, 

 

ii. la violación del derecho de circulación, en perjuicio del señor 

Ricardo Nicolás Canese Krivoshein, 

 

iii. la violación al principio del plazo razonable, el derecho a la 

presunción de inocencia y el derecho a la defensa, en perjuicio 

del señor Ricardo Nicolás Canese Krivoshein, 

 

iv. la violación violó el principio de retroactividad de la norma 

penal más favorable, en perjuicio del señor Ricardo Nicolás 

Canese Krivoshein. 


